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PROLEGÓMENO

El proceso de convergencia europea representa, como efecto reflejo a la implantación del nuevo contexto docente, una ampliación cualitativa de las actividades de enseñanza y aprendizaje universitario. Así, el profesional de la docencia universitaria, además de ser un experto en la disciplina académica correspondiente, en este caso el Derecho de la Seguridad Social, deberá desarrollar una amplia gama de competencias pedagógicas.

El profesor deja de ser la única fuente formal y material del conocimiento concreto, y pasa a ser un agente-instrumento del aprendizaje final del alumno universitario. El profesor ha de conocer en profundidad los contenidos de su disciplina, ha de seleccionar los contenidos esenciales, ha de diseñar instrumentos para su aprendizaje, así como para el desarrollo de competencias en torno a esos conocimientos y para el desarrollo de habilidades generales.

Si se observa, esto es un giro copernicano en el modo de percibir la actividad docente universitaria: ya no se trata únicamente de exponer el Derecho; sino que el profesor universitario es el encargado de conseguir, o al menos de tratar, que el alumno aprenda ese Derecho. Y a ser posible, que lo haga de un modo autónomo porque, además, el docente universitario ahora tiene que enseñar al alumno a que aprenda a aprender; y tiene que evaluarlo de un modo constructivo-formativo.

Esto, en consecuencia, reformula el papel del profesor, que ha de dejar el papel de mero transmisor de conocimientos desde una posición de autoridad magistral, para convertirse en un guía del aprendizaje. Las tareas de enseñar y aprender no se conciben ya separadamente, sino que se supera el modelo autocrático centrado en el profesor, para respetar la naturaleza dialéctica del proceso de formación, en el que se ha de buscar la implicación de los estudiantes.

Por consecuencia, en el nuevo marco institucional, junto a las clases magistrales conviven otro tipo de clases, con formatos docentes nuevos. En este nuevo contexto de educación, en la que el alumno es agente activo del aprendizaje, y ha de actuar, aprendiendo no solo conocimientos, la clase magistral ha de perder el rol protagonista de la enseñanza, para constituir un formato más de articulación de la enseñanza. O dicho de otro modo, la nueva metodología docente que se corresponde a la aplicación de las exigencias derivadas de la adaptación al Espacio Europeo de Educación Superior (EEES) tiene entre sus objetivos prioritarios formar estudiantes activos que sepan comprender, valorar y enjuiciar la materia objeto de estudio, adoptando una actitud participativa y desterrando comportamientos pasivos, de mera recepción de datos. Por eso pierde sentido la clase magistral en la que el profesor transmite todo o casi todo el programa, y se demanda una -nueva- clase magistral en la que el profesor, ya no solo relata el Derecho, sin solución de continuidad, a partir de una construcción teórica unidireccional. Ahora, por el contrario, es preciso que presente mapas conceptuales que permitan visualizar los elementos de las distintas instituciones jurídicas y sus interrelaciones; porque, por ejemplo, los regímenes jurídicos concretos, linealmente, ya constan en los textos legales o en la doctrina judicial, y al alumno se le enseñará a buscarlos, interpretarlos y aplicarlos.

Por efecto de ese cambio global de paradigma educativo universitario, entre las nuevas exigencias metodológicas del EEES se encuentra la de revisar, y en su caso elaborar materiales docentes. Las nuevas actividades docentes, al mismo tiempo que el nuevo enfoque dado a las clases teóricas, necesita de un elenco de materiales ad hoc.

A partir del nuevo enfoque del aprendizaje y la enseñanza es preciso renovar los materiales de apoyo a la docencia. Tanto los que emplea el profesor como apoyo a las explicaciones teóricas, como los que se ofrecen a los alumnos. Y es en este punto donde se justifica esta obra, DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Así esta obra nace de la necesidad de colmar la laguna que generan los nuevos estudios de Grado. Porque, a pesar de que hay un número elevado de valiosos manuales de Derecho de la Seguridad Social que ha ido elaborando la doctrina especializada, no hay un manual universitario que responda a las necesidades de las nuevas enseñanzas universitarias en lo que respecta al Derecho de la Seguridad Social. Por eso aquí se ha procedido a una contracción del programa epistemológico, a lo que se une una depuración y simplificación de los contenidos jurídicos.

El objetivo no es ofrecer a los docentes y discentes usuarios de este manual un contenido completo y exhaustivo del subordenamiento de Seguridad Social. Sino que se pretende ofrecer un material teórico simplificado y genérico (y por lo tanto referido al Régimen General), al que se adjuntan materiales de apoyo y actividades que pretenden servir para interiorizar los contenidos teóricos básicos y desarrollar aquellas competencias aplicativas e interpretativas que exige la praxis del Derecho de la Seguridad Social. Todo ello, se ha de insistir, con un nivel de profundización limitado, como exige la propia naturaleza de los estudios de Grado; en los que los Postgrados son el espacio natural para la exhaustividad jurídica, en términos teóricos y prácticos.

La obra DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. Manual universitario adaptado a los nuevos estudios de grado se compone de diez Unidades Didácticas en las que se repite un mismo esquema: I. Se presentan unos breves contenidos de teoría, en los que se exponen sucintamente las líneas conceptuales de las distintas materias, obviando, salvo alguna excepción, referencias normativas profusas. II. Se apoya esa parte teórica con unas breves síntesis de aquellos aspectos más relevantes, y se ofrecen actividades (consultas, talleres, casos prácticos) que tienen una finalidad no de repaso, sino de aprendizaje activo del alumno; que, en un ejercicio individual, ha de buscar la normativa aplicable para resolver las cuestiones jurídicas que le son planteadas.

En suma, desde la humildad, pero también desde la experiencia en la docencia de esta materia, en estudios de Grado, pero también en antiguas Titulaciones, se pretende aportar una herramienta pedagógica que sirva de ayuda para la enseñanza y el aprendizaje universitario en un contexto de cambio en el que han mutado las exigencias y formatos institucionales mismos.

En Getafe, a 6 de julio de 2012.

Las autoras





Evolución histórica del Sistema de Seguridad Social 



I.  TEORÍA

1.  LA PREHISTORIA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

1.1.  Los antecedentes de la seguridad social en España

La evolución en España de los sistemas de protección frente a los riesgos sociales responde a los mismos esquemas que los sistemas de los Estados con la misma tradición jurídica. Con algunas matizaciones en lo que refiere a la cronología concreta; debido al retraso en España del proceso de industrialización o Revolución Industrial. Porque ese retraso hace que las primeras instituciones de Protección social aparezcan de forma más tardía, concretamente en los primeros años del siglo XX, y no a mediados o finales del siglo XIX, como sucedía en Francia o en Alemania, por ejemplo.

Hasta principios del siglo XX, entonces, en España los únicos sistemas de protección frente a la necesidad eran el ahorro individual, la solidaridad familiar, la beneficencia, la mutualidad o los seguros privados. De entre esas técnicas, en España adquirió cierta relevancia la mutualización -embrionaria- de los riesgos. Así, el antecedente remoto de la previsión social, hasta su eliminación como consecuencia del triunfo de las ideologías liberales, fue el Gremio, y sus variaciones (cofradías o hermandades, por ejemplo). Además de regular los aspectos profesionales del trabajo (organización del trabajo, categorías, reglas de ascenso de aprendiz a oficial y a maestro, jornadas, remuneración del trabajo, etc.) tenían por objetivo el amparo de los trabajadores en caso de infortunio (muerte, invalidez o enfermedad grave). Sin embargo, importando las tendencias liberales, se suprimió en el siglo XVIII el régimen gremial. Sobre la base de que entre el individuo y el Estado no podría haber intermediario alguno, la Real Orden de 26 de mayo de 1790 declaró libre el ejercicio de las industrias, decretó plena libertad para la instalación de talleres. Esta situación impactó en la situación del trabajador, y la protección frente a los riesgos sociales: la relación de trabajo quedaba sujeta al acuerdo de voluntades trabajador-patrono, y cualquier intervención de un tercer agente jurídico era penado.

Esta situación cambia en España a partir de 1869, puesto que se concedió el derecho de asociación, siempre que no tuviera carácter profesional o sindical, en cuyo marco se desarrollaron las Sociedades de Socorros Mutuos, o los Montes de Piedad, etc.

Además, desde los poderes políticos, la cuestión obrera provocó el germen de movimientos reformistas, que se materializan en la creación de la Comisión de Reformas Sociales de 1883. Tenía por objeto el estudio de las cuestiones que interesan a la mejora de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales. En 1903 se creó el Instituto de Reformas Sociales, y en 1908 el Instituto Nacional de Previsión, al que en un primer momento se le asignaron los objetivos de: a) difundir e inculcar la previsión popular, en especial en la forma de pensiones de retiro; b) administrar la mutualidad de asociados que se crease; y c) estimular y favorecer la práctica de las pensiones de retiro.

Siguiendo las experiencias europeas, en 1900 se promulga la Ley de Accidentes de trabajo para la Industria, de 30 de enero de 1900. También llamada Ley Dato se inspiraba en la Ley francesa de 1899. No es una norma de Previsión social o de Seguridad Social en sentido estricto, sino una norma de atribución de responsabilidad civil en caso de accidentes de trabajo en la fábrica. Pero, sin embargo, se erige simbólicamente como la primera norma de la Historia de la Protección Social en España. Esto es así porque, en orden a una mayor protección de los obreros, se configura como social el riesgo de accidente de trabajo (que se define en su art. 1, con la fórmula «lesión corporal que el operario sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena») y se introduce el principio de responsabilidad objetiva del empresario con independencia de su intervención culposa en la producción del daño. De modo que, por el mero hecho de desarrollar una actividad industrial de la que obtienen beneficios, se le atribuye al empresario la obligación de responder de los daños que se produzcan en su fábrica, sin que el obrero que sufriera el daño hubiera de acreditar la culpa del patrón, como sucedía en el régimen civilista común de la responsabilidad frente al daño. Y para asegurar esa responsabilidad, articulada bajo la forma de la obligación de indemnizar (el art. 2 diseña un sistema de indemnizaciones que no pretenden una reparación integral, sino limitada únicamente a los supuestos de incapacidades y muertes derivadas del accidente), se instaura la institución jurídica del seguro de accidentes, que podían suscribir los patronos para desplazar la obligación de indemnizar al trabajador accidentado. Sin embargo, la protección efectiva frente a este riesgo era reducida por cuanto el seguro de accidentes se configuraba como voluntario, y solo afectó a algunos sectores productivos.

Por eso, el esquema protector fue objeto de reformas sucesivas, para extender la regulación a otros sectores distintos de la industria como el del Mar en 1919 y el del Campo (en 1932), así como para, en el contexto de la II República, convertir en obligatorio el seguro de accidentes e institucionalizar la gestión del seguro a través de las Mutuas Patronales (1932).

En años sucesivos, en la denominada etapa de previsión social (1900-1963), la contemplación de cada riesgo de forma aislada llevó a que proliferase una serie de seguros sociales. Surgieron sin obedecer a un plan general previo, sino coyunturalmente, en consonancia con las necesidades político-sociales consideradas prioritarias y de acuerdo con las posibilidades económico-financieras de los sistemas de previsión. Resultó así inevitablemente un marco final de seguros sociales independientes que responden a filosofías sociales en ocasiones discrepantes y evolucionaron sincopadamente, lo que ofrecía un panorama de complejidad y difusión.

En todo caso, es durante el periodo 1917-1923 cuando se multiplican las normas sociales. Entre las que destacan aquellas por las que se instauran los seguros obligatorios. Así, a partir de 1919 es posible hablar en España de Seguros Sociales. Si bien ya había algunos ejemplos anteriores en los que se protegía el riesgo social-vejez, todos se habían sustentado en el principio de voluntariedad en el aseguramiento, o régimen de libertad subsidiada. No obstante, tras la Conferencia de seguros sociales de 1917, dedicada al estudio de la introducción del seguro social obligatorio, es el Real Decreto de 11 de marzo de 1919 (desarrollado por el reglamento aprobado por Real Decreto de 21 de enero de 1921), sobre régimen de intensificación de Retiros Obreros el que procede al paso del esquema asegurativo basado en la libertad subsidiada, al esquema del seguro obligatorio. Este seguro obligatorio de vejez alcanzaría a toda la población asalariada, de edades comprendidas entre los dieciséis y los sesenta y cinco años, cuyo haber anual por todos los conceptos no exceda de 4.000 pesetas. Desde la perspectiva financiera, el seguro se organizaba transitoriamente, de forma que en una primera fase contribuyeran el Estado y los patronos, y solo en una segunda fase también los obreros. El aseguramiento se materializaba en la apertura de unas libretas de ahorro individuales en las que se ingresaban las aportaciones correspondientes de cada sujeto, 3 pesetas al mes, que se completaba con una bonificación del Estado. Sobre la base de un sistema de capitalización primitivo, el sujeto devengaría, a partir de los 65 años, una pensión vitalicia de 365 pesetas.

Sobre la base de una legislación social incipiente que tenía por objeto la protección de las mujeres trabajadoras, embarazadas o no, y en cumplimiento del Convenio sobre Maternidad de Washington, firmado en 1919, y ratificado por España en 1922, tras varios intentos se instauró en 1923 (Decreto de 21 de agosto), de un seguro de maternidad, por el que se estableció un subsidio a favor de la trabajadora a fin de contribuir a los gastos de parto y periodo ulterior de descanso obligatorio. Durante la Dictadura de Primo de Rivera se reformó este seguro mediante Real Decreto-Ley de 22 de marzo de 1929, incluyendo una vertiente de asistencia sanitaria; y del mismo modo se establecieron correcciones por Decreto Ley de 26 de mayo de 1931, durante la II República, que puso en práctica el seguro de maternidad con carácter obligatorio y lo vinculó al retiro Obrero.

Otro de los primeros ejes de actuación jurídico-política fue la protección de la Familia. Así, el Real Decreto-Ley de 21 de junio de 1926, de protección a las familias numerosas de funcionarios públicos y de la clase obrera, estableció un subsidio a las familias numerosas, por poner algún ejemplo.

1.2.  Los seguros sociales

Durante la II República, como consecuencia de la constitucionalización del derecho a la Seguridad Social, se procedió a un desarrollo relevante en materia de legislación de previsión social, que se concretó en una ampliación de la protección. Porque sobre esta base constitucional se apoyaba un proyecto legislativo ambicioso que se concretaba en la reordenación del seguro de accidentes en 1932; en la creación de la Inspección de Seguros sociales (1935), y en la sistematización de las enfermedades profesionales en una lista cerrada, por ramas de industrias (Ley de 13 de julio de 1936), por poner algunos ejemplos.

Durante la Guerra Civil, la legislación de los seguros sociales se escindió y se duplicó; de suerte que, entre 1936 y 1939, rigió una legislación en la zona republicana, y otra distinta en la zona nacional.

Durante la etapa franquista surgen, asistemáticamente, aunque todo en cumplimiento de esa previsión de Fuero de los españoles, los distintos seguros sociales.

La Ley de 1 de septiembre de 1939 implanta un seguro de vejez en sustitución del Retiro Obrero, y que establecía un sistema de pensiones fijas (tres pesetas/día) frente al sistema de capitalización de aquel. A este seguro de vejez se le vinculó en 1947 la protección de las situaciones de invalidez derivada de accidentes no laborales y de enfermedades comunes. En 1955 el seguro de vejez e invalidez quedó convertido en el seguro de vejez, invalidez y muerte.

En lo relativo a los accidentes de trabajo, en 1956 se procedió a la refundición de la prolija normativa existente, de forma que el Decreto de 22 de junio de 1956 estableció el Texto Refundido de la Ley y del reglamento de Accidentes de Trabajo. Las enfermedades profesionales también fueron objeto de aseguramiento. Primero de forma parcial, por la orden de 7 de marzo de 1941, se instauró el Seguro de Silicosis, y se desarrolló en años sucesivos. Por Decreto de 10 de enero de 1947 se estableció el Servicio de Seguro de enfermedades profesionales. Y resulta innovador el establecimiento durante esta época, del seguro obligatorio de enfermedad por Decreto de 11 de julio de 1941. Protege a los trabajadores, sus cónyuges, y condicionadamente a los ascendientes y descendientes, en casos de enfermedad común en cuatro vertientes. Tiene como fin: la prestación de asistencia sanitaria (médica, hospitalaria y farmacéutica) en casos de enfermedad; en caso de maternidad; la indemnización económica (porcentaje de la base de cotización) por la pérdida de la retribución derivada de los riesgos anteriores; la indemnización por gastos funerarios al fallecer los asegurados.

Si bien ya existían algunos antecedentes (se había instaurado por primera vez el seguro de paro forzoso también en 1919, y durante finales de los años 40 hubo algunos otros intentos, como los Decretos-Leyes de 3 de agosto de 1945 y de 4 de junio de 1948, que regularon el subsidio de paro por escasez de energía eléctrica), la configuración real como seguro social pleno y total de desempleo en sentido estricto únicamente se produjo por ley de 22 de julio de 1961 que estableció el Seguro Nacional de Desempleo.

El régimen político franquista había apostado por una política de desarrollo familiar. En 1938, en el bando nacional ya se había instaurado el Régimen obligatorio de subsidios familiares, con la finalidad de proporcionar a los trabajadores por cuenta ajena que no tuvieran más ingresos que los derivados de su trabajo, un auxilio económico en razón del número de hijos a su cargo y que conviviera en el hogar. Se trataba de un subsidio igual para todos los subsidiados, según una escala en la que se tomaba en cuenta el número de hijos menores de catorce años. Junto a este esquema de protección, en 1945 hizo extensivo a todas las empresas de la industria y del comercio el Plus de Cargas Familiares, después conocido por el régimen de «puntos». Se fundamentaba en un régimen de solidaridad entre los trabajadores de una empresa. Cada empresa contaba con un Fondo del Plus, que se obtenía por aplicación de un porcentaje a cada nómina de las empresas. Y el fondo del plus se repartía por puntos, conforme a un baremo que asignaba puntos conforme al número de hijos a cargo. Complementariamente, se recibían puntos por esposa a cargo. Dada esta dualidad protectora, la Ley de 14 de abril de 1963 intentó unificar los regímenes del subsidio y plus familiares, sobre la base de que el primero resultaba ser de una cuantía nimia, y el segundo provocaba diferencias no justificables según las empresas. Pero la Ley quedó en suspenso, dado que se estaba sometiendo entonces a estudio la reestructuración general del sistema de seguros. Algo que se materializaría después en la LBSS de 28 de diciembre de 1963.

Con carácter general, es de resaltar que las características de estos Seguros Sociales son comunes: protegen fundamentalmente a la población asalariada; la finalidad es la garantía del salario percibido con anterioridad a la realización del evento pero calculadas las prestaciones sobre unas escalas irreales en detrimento de la calidad de la protección, la participación financiera del Estado es muy escasa, cada seguro cuenta con estructuras de gestión propias y diferenciadas, de suerte que un mismo asegurado mantenía simultáneamente tantas relaciones jurídicas de aseguramiento cuantas normativas reguladoras de esos seguros le fueran aplicables.

Paralelamente, y debido a la cobertura insuficiente que proporcionan los Seguros Sociales, empieza a surgir a partir de 1941 un sistema paralelo, complementario, de aseguramiento social también obligatorio pero por ramas de producción, lo que complicará aún más la problemática de descoordinación y atomización de los Seguros Sociales. Son las llamadas Mutualidades Laborales, que se asentaron, inicialmente, sobre la base de la Ley de Mutualidades Libres de 6 de diciembre de 1941. Después, la Orden de 1954 aprueba el Reglamento general del Mutualismo Laboral, por el que se instituía un sistema de Previsión social obligatorio de carácter profesional, por ramas de la producción, destinado a la protección contra las contingencias y riesgos fortuitos y previsibles, como complemento de los Seguros Sociales Unificados, mejorando las prestaciones de estos en régimen de compatibilidad. Así, el Mutualismo Laboral dispensaba prestaciones reglamentarias y prestaciones potestativas. Entre las prestaciones reglamentarias se encontraban las siguientes: la pensión de jubilación, la pensión de invalidez absoluta y total para la profesión habitual, la pensión de larga enfermedad, las prestaciones de supervivencia (pensión o subsidio de viudedad, pensión de orfandad, prestaciones a favor de otros familiares del causante; subsidio de defunción, subsidio de natalidad, subsidio de nupcialidad, asistencia sanitaria para pensionistas y familiares a cargo. Entre las prestaciones potestativas se diferenciaban: los créditos laborales, la acción formativa, las prórrogas de larga enfermedad y las prestaciones extra-reglamentarias de carácter muy graciable. Aseguraban únicamente a los trabajadores incluidos en la rama productiva, con los que se establecían relaciones jurídicas diferenciadas de las de los seguros sociales. Es más, se duplicaba el sistema de previsión de los seguros, como un segundo nivel obligatorio para los trabajadores mutualistas.

A ambos, Seguros Sociales y Mutualismo Laboral, se sumaron los sistemas complementarios de base empresarial o las Cajas de Empresa, que pagaban seguro de defunción generalizado a partir de 1944, y mejoraban muchas veces las prestaciones de enfermedad, y jubilación, si bien el sistema complementario típico fue el Plus Familiar mencionado más arriba.

1.3.  De la Previsión social al sistema de Seguridad Social de la Ley de Bases de 1963

Dada la dispersión de los diversos Seguros Sociales, desde su nacimiento, la asistematicidad originaria fue objeto de intentos de coordinación, desde los inicios mismos. Así, el Real Decreto de 20 de noviembre de 1919 establecía un Plan de seguros del INP. También la Orden de 10 de mayo de 1932 ordenaba al INP el estudio de la unificación de los seguros de vejez, muerte e invalidez y los de enfermedad y maternidad; el Fuero del Trabajo preveía un «seguro total»; un Decreto de 15 de junio de 1938 encarga al INP la preparación de la unificación de los seguros sociales, un Decreto de 23 de diciembre de 1944 se ordena la elaboración de un Plan. En síntesis, en orden a corregir la desorganización, inconexión y asistematicidad de los seguros sociales, se postulaban cuatro ideas-fuerza: a) se hacía necesario un único texto normativo que regule los seguros sociales; b) desde el punto de vista técnico esos seguros deberían regirse por un mismo criterio actuarial; c) desde el punto de vista social, se habría de unificar la masa asegurable; y d) desde el punto de vista de la gestión se debe alcanzar una triple unidad: de entidad gestora, inspectora y jurisdiccional.

Sobre la base de esos planteamientos doctrinales, varios Decretos, el primero el de 29 de diciembre de 1948, al que sucedieron otros en 1949, establecen los -denominados- Seguros Sociales Unificados. Este primer intento de coordinación comprendió únicamente el régimen de los subsidios familiares, el Seguro obligatorio de enfermedad, el seguro de vejez e invalidez y el seguro de desempleo. No obstante, era una reforma superficial en cuanto que excluía de la unificación a los accidentes de trabajo, y afectaba solamente a la unificación del concepto de trabajador y a las formalidades para la afiliación y pago de cuotas.

Más importante es el Decreto de 14 de junio de 1957, en el que se encomienda al Pleno del Consejo de Administración del INP la función de preparar en el más breve plazo posible un Plan Nacional de Seguridad Social. Una de las primeras cristalizaciones que anticipan la reforma es el Decreto 56/1963 de 17 de enero que establecía una tarifa de cotización para los seguros sociales obligatorios y Mutualismo Laboral, y un régimen voluntario y complementario de Seguridad Social, con el fin de regularizar la situación financiera de la Seguridad Social.

Sin embargo, en verdad, el único producto normativo concreto de unificación y sistematización de la pluralidad protectora lo constituye la Ley de Bases de la Seguridad Social de 28 de diciembre de 1963, y su Texto Articulado de 1966. La Ley de Bases de la Seguridad Social partía de los esquemas -plurales- existentes y pretendía crear un sistema de Seguridad Social donde antes solo había un conjunto asistemático de seguros sociales conviviendo con estructuras diversas de previsión. En efecto, se había fraguado una conciencia técnico-política de que el entramado protector adolecía de defectos de estructura (no existe un sistema como tal; no hay consideración conjunta de las contingencias, se superponen regímenes aseguradores; y coexisten órganos gestores) y defectos funcionales y financieros (hay disociación entre las bases de cotización y el salario, los regímenes son actual o tendencialmente deficitarios y las situaciones de fraude son inevitables).

Lo más trascendente de la Ley de Bases de la Seguridad Social es que sustentaba el eventual futuro sistema de Seguridad Social en ciertos pilares que habrán de ser los que aún hoy hayan de servir de referentes del sistema actual y futuro. Pilares que eran: la tendencial universalización y armonización de la protección, y la solidaridad nacional en sus diferentes manifestaciones ante las situaciones protegidas. Así, la Ley se reconoce presidida explícitamente por 7 directrices: la tendencia a la unidad, la participación de los interesados en el gobierno de los órganos gestores, la supresión del posible ánimo de lucro de estos últimos, la conjunta consideración de las situaciones o contingencias protegidas, la transformación del régimen financiero, la acentuación de la participación del estado en el sostenimiento del sistema y la preocupación preferente sobre los servicios de recuperación y rehabilitación. Estos son los principios que se enuncian expresamente, pero hay otros a lo largo del articulado: como un tendencial principio de universalidad, principios de igualdad, de uniformidad relativa y realidad de las prestaciones, principios de eficacia y economía, principio de exclusividad del Estado, que convive con el de subsidiariedad. Además, se invocan dos instituciones clásicas de Derecho Transitorio: los principios de irretroactividad, y de respeto de los derechos adquiridos.

Después de aprobada la Ley de Bases, la promulgación del Texto Articulado se dilató por diversas cuestiones políticas, y el Decreto-ley 1/1966 hubo de prorrogar el plazo que había señalado la Ley de Bases. De tal forma que finalmente ese Texto Articulado se publicó mediante el Decreto 907/1966 de 21 de abril, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Bases de la Seguridad Social, que fue publicado el 22 de abril de 1966.

La Ley de Seguridad Social de 1966 nace como un texto articulado, lo que le imprime una incapacidad congénita para regular con detalle la configuración del nuevo sistema de Seguridad Social que contiene; que se hubo de estructurar, especialmente vía reglamentaria.

Como consecuencia de su carácter dinámico desde 1966, la Seguridad Social fue objeto en los años 70 de modificaciones de diverso calado. Se procedió a la extensión subjetiva del sistema, mediante la creación de nuevos regímenes especiales y la inclusión en los regímenes correspondientes de colectivos inicialmente excluidos; se mejoraron las prestaciones del Régimen general y de los regímenes especiales. Y en este periodo resultan paradigmáticas dos normas: la Ley 24/1972, de 21 de junio, de Financiación y Perfeccionamiento de la Acción Protectora del Régimen General y el Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre, por el que se modifica la Gestión Institucional del Sistema de Seguridad Social.

Con la Ley 24/1972, de 21 de junio, sin alterar la estructura del sistema se trató de satisfacer las exigencias de justicia distributiva, a través de criterios más realistas en materia de cotizaciones, que habrían de permitir un perfeccionamiento de la acción protectora. En concreto se trataron de adaptar las cotizaciones a los salarios reales, suprimiendo el sistema de bases tarifadas. Se trató de alcanzar la suficiencia de las prestaciones de cuantía variable. Y dentro del perfeccionamiento de la acción protectora se dulcificaron algunos requisitos de acceso a las prestaciones, se amplió relativamente el cuadro de prestaciones y se establecieron reglas de la dinámica prestacional favorables a los beneficiarios. Como consecuencia de la Ley 24/1972 y sus normas de desarrollo, así como de otras, se hizo necesario un Texto refundido de 1974, aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo.

En el contexto de los Pactos de la Moncloa de 1977, el Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre, rediseñó el esquema de la gestión de las prestaciones. Se crearon nuevas entidades gestoras (Instituto Nacional de Seguridad Social (INSS), Instituto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO), Instituto Nacional de Salud (INSALUD), así como organismos autónomos especializados como el Instituto Nacional de Asistencia Social (INAS). Como servicios comunes se declaran subsistentes el Servicio de Reaseguro de Accidentes de Trabajo, y el Instituto de Estudios de Sanidad y Seguridad Social, y se consolidó la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS). Además se trasladaron al estado funciones que se consideraban ajenas a la seguridad social, de ahí la creación del Instituto Nacional de Empleo (INEM). Como consecuencia de la creación de nuevas entidades, y la reasignación de funciones, se decretó la extinción de algunos organismos, como el INP, o los Servicios de Mutualismo laboral, entre otros.

2.  LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LA SEGURIDAD Y LA EVOLUCIÓN POSTCONSTITUCIONAL DEL SISTEMA ESPAÑOL DE SEGURIDAD SOCIAL

La promulgación de la Constitución no se puede considerar como un hito en la evolución normativa del sistema de Seguridad Social. Es algo más. En primer lugar introduce algunas modificaciones en el sistema de fuentes. En segundo lugar, resulta relevante el hecho de que desde el punto de vista axiológico contiene distintos principios rectores que se han vinculado directamente con el sistema de Seguridad Social. En efecto, la Constitución iba al encuentro de un sistema normativo preexistente, que respetaba parcialmente, pero en el que provocó algunas reformas en materia de Seguridad Social. En este sentido se ha de llamar la atención sobre el hecho de que, a lo largo de los primeros años de la década de los 80 se produjeron varias reformas, más o menos puntuales, que tuvieron por objeto el reajuste del sistema de Seguridad Social conforme a los nuevos límites impuestos constitucionalmente. Y eso se produce de un modo directo en lo que se refiere a la nulidad de aquellas partes del articulado de las distintas normas de seguridad social que resultaban inconstitucionales por ser atentatorias del principio de igualdad en toda su amplitud; pero especialmente de aquellas normas en las que se apreció un distinto tratamiento, no justificado, por razón de sexo o género.

Una vez constitucionalizados los pilares del sistema de Seguridad Social (principios como el de publificación del sistema, universalidad, de protección de las situaciones de necesidad, y de suficiencia), el legislador encontró marcados los nuevos ejes de Seguridad Social que predeterminaron de algún modo reformas prestacionales.

2.1.  Líneas de evolución postconstitucional

A partir de la observación de la evolución normativa, se podría afirmar que, desde su configuración inicial, el sistema de Seguridad Social se ha dirigido hacia tres direcciones que -se puede aventurar- guiarán cualesquiera evoluciones futuras. Así, se podría mantener que las líneas de evolución se pueden concretar en la mejora, la racionalización y la homogeneización del sistema.

Pues bien, cuando se habla de línea de mejora se está pensando en un elenco de medidas cuya finalidad es intensificar el carácter protector del sistema. En su base se encuentra así el principio de protección que constituye uno de los pilares del sistema de Seguridad Social. Las manifestaciones de dicho principio -y que se pueden insertar en esta dirección de mejora- son de muy diversa índole, por cuanto son susceptibles de plasmarse en los distintos elementos de la protección: se pueden incorporar nuevos sujetos a proteger, se pueden diseñar nuevas prestaciones, se pueden hacer menos exigentes las condiciones de acceso a las prestaciones; pueden introducirse reglas de cálculo de las cuantías, reglas de mantenimiento de la prestaciones o reglas de duración más benévolas, por poner algunos ejemplos.

En concreto, como exponentes de esa tendencia a la extensión y desarrollo del sistema, que encuentran su fundamento en los propios principios del sistema, constitucionalizados o no, se inscriben la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos que, en la línea del art. 49 CE, regulaba un sistema especial de prestaciones sociales y económicas para los minusválidos. O la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, de pensiones no contributivas, que supone un avance, aunque la nueva regulación contuvo evidentes limitaciones, hacia la universalización, la generalización y la suficiencia del sistema. En efecto, se incluyen en el sistema a los ciudadanos residentes en territorio español que, por carecer de un determinado nivel de rentas, que se entiende el umbral de pobreza, se encuentran en unas situaciones de necesidad así objetivada, como consecuencia de alcanzar una determinada edad, sufrir un determinado grado de minusvalía, o tener hijos a cargo.

También en esa línea de ampliación de la protección, en el marco de la mención expresa que en el art. 41 se hace al desempleo, se inscriben la Ley 51/1980, de 8 de octubre, Básica de Empleo, y la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de protección por Desempleo, y sus normas de desarrollo.

Además, en este periodo, como fenómeno ajeno a la lógica interna del sistema, se ha de destacar la influencia de la incorporación de España a las Comunidades Europeas, así como del cumplimiento de otros compromisos internacionales, lo que predetermina una serie de reformas relacionadas con la asunción, en su mayor parte, del acervo comunitario, que afectan no solo al ámbito puramente laboral, sino también al de protección social (por ejemplo, se hubo de modificar la regulación de la protección de la maternidad, y se hubieron de introducir nueva prestación en el sistema español de seguridad social, como las de riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia y la de paternidad).

Por su parte, la línea de racionalización, del mismo modo que la anterior, presenta un carácter pluridimensional. De este modo, el concepto de racionalización se concibe con un doble sentido, predominantemente técnico, como racionalización-depuración; y predominantemente económico, como racionalización-contributivización/reducción del gasto. En el primer núcleo se inscribirían los objetivos de perfeccionamiento técnico de las prestaciones, así como de eliminación o superación de ciertas inoperancias. En todo caso se trataría de objetivos y medidas de optimización de las técnicas jurídicas de protección, y de ajuste entre los fines o principios derivados del de protección. En el segundo, aquellos objetivos ligados al equilibrio financiero del sistema, y su sostenibilidad, para lo que se trazan objetivos de contención del gasto, que se traducen en su mayor parte en medidas tendentes al reforzamiento de la contributividad en la vertiente prestacional, de tal manera que las prestaciones guarden una relación más proporcional a las contribuciones al sistema. A lo anterior se une la tendencia al recorte cualitativo/cuantitativo de las prestaciones (supresión, endurecimiento de los requisitos de acceso, reducción de la cuantía o de la duración, por ejemplo). Inserta en esta línea, se podrían ubicar las que -se pueden llamar- etapas de racionalización y estabilización del sistema. En efecto, una vez superadas la fase inicial o de configuración (finales de los años 60) y la fase de expansión (años 70), se distinguen, grosso modo, tres etapas. En primer lugar se encontraría el estadio de contracción o repliegue del sistema (que coincidiría aproximadamente con la década de los 80, y mediados de los 90); en segundo lugar, la fase de estabilización (finales de los años 90 y primeros años de esta primera década del siglo XXI); y en tercer lugar, los primeros años del siglo XXI han respondido a una combinación repliegue-expansión parcial, en un marco de crisis económica.

De la fase denominada de racionalización o de contención, se ha de destacar, como un ejemplo de hito normativo, la Ley 26/1985, de 31 de julio, de Medidas Urgentes, la Ley 24/1997, de 15 de julio, de Consolidación y racionalización de los recursos de la Seguridad Social, o la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de Medidas de Seguridad Social.

Estos estadios, sin embargo, no siempre se han manifestado de un modo puro, ya que se han dado zonas de solapamiento; especialmente en la medida en que el sistema de Seguridad Social se inserta en un engranaje micro y macroeconómico que ha determinado su evolución. De ahí que durante este periodo el sistema no haya dejado en ningún momento de expandirse, y que la lógica racionalizadora se mantenga en momentos de estabilización del sistema. En suma, estas concomitancias forman parte del carácter intrínsecamente complejo y dinámico del sistema de Seguridad Social.

2.2.  El Diálogo Social en el ámbito de la Seguridad Social: Pactos y Acuerdos

Paralelamente, desde mediados de los 90 se ha reactivado una dinámica, que ya se había iniciado en los pactos de la Moncloa de 1977 y en los años 80 en al Acuerdo Económico y Social, que se concreta en la elaboración de normas de reforma del sistema como consecuencia de procesos de concertación social bi- o tripartitos.

Es el caso, como primer ejemplo, del Pacto de Toledo de 1995 (como se conoce al Informe de la ponencia para el análisis de los problemas estructurales del sistema de la seguridad social y de las principales que deberán acometer), que se ha ido revisando desde entonces, y que se ha traducido en el Acuerdo sobre consolidación y Racionalización del Sistema de Seguridad Social, de 9 de octubre de 1996, suscrito entre el gobierno y las organizaciones sindicales más representativas. En este documento concertado se proponían quince recomendaciones; a saber: 1. Separación y clarificación de las fuentes de financiación; 2. Constitución de reservas; 3. Mejora de las bases de cotización; 4. Financiación de los regímenes especiales; 5. Mejora de los mecanismos de recaudación y lucha contra la economía irregular; 6. Simplificación e integración de regímenes especiales; 7. Integración de la gestión; 8. Evolución de las cotizaciones; 9. Sobre la equidad y el carácter contributivo del sistema; 10. Edad de jubilación; 11. Mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones; 12. Reforzamiento del principio de solidaridad; 13. Mejora de la gestión; 14. Sistema complementario. 15. Análisis y seguimiento de la evolución del sistema.

Como ejemplos siguientes sirvan el Acuerdo para la mejora y el desarrollo del sistema de protección social de 9 de abril de 2001; el Acuerdo sobre medidas de Seguridad Social de 13 de julio de 2006, y el reciente Acuerdo para la Reforma de las pensiones de 28 de enero de 2011.

En este nuevo Acuerdo encuentran su fundamento las grandes reformas de principios del siglo XXI, como las operadas por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y 53/2002, de 30 de diciembre, en sendos casos de Medidas fiscales, administrativas y del Orden social; como la Ley 35/2002, de 12 de julio, y sus normas de desarrollo, respecto de la Jubilación gradual y flexible; en lo que se refiere a la mejora de las prestaciones de viudedad: el Real Decreto 1465/2001, de 27 de diciembre, de modificación parcial del régimen jurídico de las prestaciones de muerte y supervivencia, y el Real Decreto 1795/2003, de 26 de diciembre, de mejora de las pensiones de viudedad; en lo que se refiere a las reformas que tienen por objeto la aproximación de la acción protectora de los regímenes especiales a la del Régimen General y sirva el ejemplo del Real Decreto 1251/2001, de 16 de noviembre, por el que se regulan las prestaciones económicas del sistema de Seguridad Social por maternidad y riesgo durante el embarazo, el Real Decreto 463/2003, de 25 de abril, sobre el reconocimiento del incremento de la pensión de IPT para la profesión habitual para los trabajadores por cuenta propia o el Real Decreto 1273/2003, de 10 de octubre, por el que se regula la cobertura de las contingencias profesionales de los trabajadores incluidos en el RETA, que contuvieron las reformas relativas a la aproximación.

Sin embrago, resultan paradigmáticas las últimas dos grandes leyes de reforma del sistema de Seguridad Social, a saber, la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad Social; y la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social, que traducen las nuevas tendencias racionalizadoras en época de crisis y que marcan nuevas líneas de tendencia en la configuración histórica del sistema español de Seguridad Social.

Sin embargo, paralelamente, no han faltado otras normas de gran trascendencia que han escapado a esa dinámica de la concertación, como fue el caso de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad.

2.3.  La Seguridad Social en la nueva era de la crisis global

Como consecuencia del procedimiento de globalización económica, y de la cristalización y rediseño del Estado del Bienestar, entre otras causas, la Seguridad Social se ha convertido en un fin-instrumento de las políticas económicas; especialmente de las que hacen referencia al mercado de trabajo. Así, en algunos casos, la reforma del sistema normativo de Seguridad Social ha discurrido paralela a reformas laborales. Y sirva el ejemplo de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, de conciliación de la vida laboral y familiar; así como todas las reformas relacionadas sobre todo con la flexibilización del mercado de trabajo y las políticas activas y pasivas de empleo; normas como la Ley 63/1997, de 26 de diciembre, medidas urgentes para la mejora del mercado de trabajo y fomento de la contratación indefinida; que se vincula directamente con la Ley 64/1997, de 26 de diciembre, regula incentivos en materia de Seguridad Social y de carácter fiscal para el fomento de la contratación indefinida y la estabilidad en el empleo, la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad por poner algunos ejemplos, o el Real Decreto-Ley 5/2006, de 9 de junio, para la mejora del crecimiento y del empleo. La reciente ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo o el Real Decreto-Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

Así, el sistema de Seguridad Social presenta una posición ancilar de la situación económica interna (el caso de la protección por desempleo resulta paradigmático) y externa, pero sobre todo de la situación demográfica, lo que justifica los distintos proyectos de reforma, y reformas efectivas en aras de la conservación financiera del sistema; especial en lo que concierne a la regulación de la jubilación.

II.  MATERIALES ANEXOS

1.  RESUMEN DEL TEMA

[image: ]

2.  TALLER PRIMERO: LECTURA COMPARADA DE VARIOS TEXTOS NORMATIVOS



	Objetivos generales
	Análisis de diversas normas en el marco de su contexto político y social



	Normativa aplicable
	
- Fuero de los Españoles (1945)

- Constitución Española de la Segunda República (1931)

- Constitución Española de 1978






Realícese un comentario de texto comparando los presupuestos (coincidentes-divergentes) de índole político-constitucional que subyacen en cada momento histórico a la institución de la protección social/previsión social/seguridad social.

DOCUMENTO 1. Fragmento del Fuero de los españoles de 17 de julio de 1945.

Por cuanto las Cortes Españolas, como órgano superior de participación del pueblo en las tareas del Estado, según la Ley de su creación, han elaborado el Fuero de los Españoles, texto fundamental definidor de los derechos y deberes de los mismos y amparador de sus garantías; y teniendo en cuenta, al igual que ocurre en el Fuero del Trabajo, que sus líneas maestras acreditan el valor permanente del ideario que las inspira y gran número de sus declaraciones y preceptos constituyen un fiel anticipo de la doctrina social-católica, recientemente puesta al día por el Concilio Vaticano II y finalmente, dada la modificación introducida en su art. 6 por la Ley Orgánica del Estado, aprobada previo referéndum de la Nación, a los efectos de adecuar su texto a la Declaración Conciliar sobre la libertad religiosa, promulgada el 1 de diciembre del año 1965, que exige el reconocimiento explícito de este derecho, en consonancia, además, con el segundo de los Principios Fundamentales del Movimiento, según el cual la Doctrina de la Iglesia habrá de inspirar nuestra legislación: Vengo en disponer lo siguiente: (...)

http://www.cervantesvirtual.com/s3/BVMC_OBRAS/026/3ab/ec8/2b2/11d/fac/c70/021/85c/e60/64/mimes/0263abec-82b2-11df-acc7-002185ce6064_2.html - I_0_http://www.cervantesvirtual.com/s3/BVMC_OBRAS/026/3ab/ec8/2b2/11d/fac/c70/021/85c/e60/64/mimes/0263abec-82b2-11df-acc7-002185ce6064_2.html - I_2_Título Preliminar

Artículo 1. El Estado español proclama como principio rector de sus actos el respeto a la dignidad, la integridad y la libertad de la persona humana, reconociendo al hombre, en cuanto portador de valores eternos y miembros de una comunidad nacional, titular de deberes y derechos, cuyo ejercicio garantiza en orden al bien común (...)

http://www.cervantesvirtual.com/s3/BVMC_OBRAS/026/3ab/ec8/2b2/11d/fac/c70/021/85c/e60/64/mimes/0263abec-82b2-11df-acc7-002185ce6064_2.html - I_3_http://www.cervantesvirtual.com/s3/BVMC_OBRAS/026/3ab/ec8/2b2/11d/fac/c70/021/85c/e60/64/mimes/0263abec-82b2-11df-acc7-002185ce6064_2.html - I_5_Capítulo III

Artículo 24. Todos los españoles tienen derecho al trabajo y el deber de ocuparse en alguna actividad socialmente útil.

Artículo 25. El trabajo, por su condición esencialmente humana, no puede ser relegado al concepto material de mercancía, ni ser objeto de transacción alguna incompatible con la dignidad personal del que lo presta. Constituye por sí atributo de honor y título suficiente para exigir tutela y asistencia del Estado.

Artículo 26. El Estado reconoce en la Empresa una comunidad de aportaciones de la técnica, la mano de obra y el capital en sus diversas formas, y proclama, por consecuencia, el derecho de estos elementos a participar en los beneficios.

El Estado cuidará de que las relaciones entre ellos se mantengan dentro de la más estricta equidad y en una jerarquía que subordine los valores económicos a los de categoría humana, al interés de la Nación y a las exigencias del bien común.

Artículo 27. Todos los trabajadores serán amparados por el Estado en su derecho a una retribución justa y suficiente, cuando menos, para proporcionar a ellos y a sus familias el bienestar que les permita una vida moral y digna.

Artículo 28. El Estado español garantiza a los trabajadores la seguridad de amparo en el infortunio y les reconoce el derecho a la asistencia en los casos de vejez, muerte, enfermedad, maternidad, accidentes del trabajo, invalidez, paro forzoso y demás riesgos que pueden ser objeto de seguro social. (...)

DOCUMENTO 2. Fragmento de la CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA ESPAÑOLA (...).

Artículo 46. El trabajo, en sus diversas formas, es una obligación social, y gozará de la protección de las leyes.

La República asegurará a todo trabajador las condiciones necesarias de una existencia digna. Su legislación social regulará: los casos de seguro de enfermedad, accidentes, paro forzoso, vejez, invalidez y muerte; el trabajo de las mujeres y de los jóvenes y especialmente la protección a la maternidad; la jornada de trabajo y el salario mínimo y familiar; las vacaciones anuales remuneradas: las condiciones del obrero español en el extranjero; las instituciones de cooperación, la relación económico-jurídica de los factores que integran la producción; la participación de los obreros en la dirección, la administración y los beneficios de las empresas, y todo cuanto afecte a la defensa de los trabajadores.

DOCUMENTO 3: Fragmento de la CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA de 1978.

Artículo 41. Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente, en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

3.  TALLER SEGUNDO: LECTURA COMPARADA DE TEXTOS ETAPA SEGURIDAD SOCIAL



	Objetivos generales
	Análisis de normas que han constituido un hito en la evolución de la Seguridad Social



	Normativa aplicable
	
- Ley 193/1963

- Ley 27/2011






Realícese un comentario de texto comparando los principios que justifican cada una de las normas en cuestión.

DOCUMENTO 1. Fragmento de la Ley 193/1963, de 28 diciembre.

(...)

I. Justificación y directrices de la Ley

1. El Fuero del Trabajo al otorgar un nuevo rango al régimen protector de los trabajadores en sus estados de infortunio y rodearle de un profundo sentido humano, coincidente con el que más tarde había de informar a los modernos sistemas de Seguridad Social, le imprimió un carácter esencialmente dinámico, por sí solo más que suficiente para explicar los dilatados e intensos avances que se registran en este orden de realizaciones durante los últimos veinticinco años. Atribuida al Estado en el Fuero de los Españoles la función de garantizar dicho amparo o protección; consagrados los derechos a los beneficios de la Seguridad Social en la Ley de Principios del Movimiento Nacional, y conseguida ya la cobertura de los riesgos básicos, comunes y profesionales -respecto de los trabajadores por cuenta ajena especialmente-, parece llegado el momento de operar el tránsito de un conjunto de Seguros Sociales a un sistema de Seguridad Social. Con ello se va más allá de la simple sistematización y ajuste de los regímenes ya establecidos. Al generalizar la protección a la población activa en un conjunto y al contemplar armónicamente las situaciones de necesidad social que la experiencia ha demostrado que son susceptibles de cobertura, se reacciona contra la insuficiencia de nuestro sistema actual, en parte nacida del largo y complejo proceso de expansión operado, y muy particularmente de la aparición sucesiva y no coordinada de los sistemas parciales de aseguramiento.

Conscientes de que sin acudir a la solidaridad nacional ante las situaciones o contingencias protegidas, la Seguridad Social no pasa de ser un artificio técnico sin verdadera raíz comunitaria, la Ley concibe a esta como una tarea nacional que impone sacrificios a los jóvenes respecto de los viejos; a los sanos, respecto de los enfermos; a los ocupados, respecto de los que se hallan en situación de desempleo; a los vivos, respecto de las familias de los fallecidos; a los que no tienen cargas familiares, respecto de los que las tienen; a los de actividades económicas en auge y prosperidad, en fin, respecto de los sectores deprimidos.

2. La Ley está presidida por ciertas directrices, las cuales además de conferirle su más alto valor resumen el alcance de la reforma. Principales directrices son la tendencia a la unidad, la participación de los interesados en el gobierno de los órganos gestores, la supresión del posible ánimo de lucro de estos últimos, la conjunta consideración de las situaciones o contingencias protegidas, la transformación del régimen financiero, la acentuación de la participación del Estado en el sostenimiento del sistema y la preocupación preferente sobre los servicios de recuperación y rehabilitación.

3. La tendencia a la unidad se manifiesta, principalmente, en que no obstante la existencia de regímenes especiales junto al régimen general de Seguridad Social, responden todos ellos a una misma concepción y a principios homogéneos; pero, muy en especial, se traduce en la adopción de medidas encaminadas a poner término a la complejidad de que adolece nuestro actual sistema de Previsión Social que se manifiesta en una incesante proliferación de disposiciones, causa y efecto a la vez, de la diversidad de organismos y entidades cuyas actividades se entrecruzan e interfieren cuando no aparecen superpuestas en atención a un mismo sujeto y a idéntico estado de infortunio, con la inevitable duplicidad y consiguiente despilfarro de esfuerzos.

Sin embargo, evidentes razones de orden técnico y político aconsejan la convivencia de que subsistan, con los reajustes que se consideran necesarios, diversos organismos y entidades, o de que se creen incluso nuevos órganos, siempre que la actuación de cada uno de ellos gravite sobre campos diferenciados, elegidos precisamente de acuerdo con la naturaleza y características de tales órganos, con miras a conseguir la mayor eficacia de los servicios. Esta es la razón de que se prevea la posibilidad de creación de un Instituto Nacional de Seguridad, Rehabilitación y Accidentes que, refundiendo competencias y organismos dispares asume las funciones que se le encomienden.

4. La fecundidad de los ensayos mutualistas y el reconocimiento de los derechos primarios de las personas protegidas por la Seguridad Social contribuye a la exaltación del principio que aboga por la efectiva participación de aquellas en los órganos rectores. La presencia del Estado en cualquier ámbito no se encamina a empequeñecer la esfera de libertad e iniciativa individuales, sino a garantizar a esa esfera la mayor amplitud posible, tutelando efectivamente, para todos y cada uno los derechos esenciales de la personalidad; la necesaria e ideal aportación de los particulares y de los poderes públicos, en forma proporcionada a las exigencias del bien común en medio de las situaciones variables y de las alternativas humanas, es una de las líneas maestras de la Ley. El mismo principio que justifica la creciente y relevante participación de los interesados en el gobierno de los órganos gestores de la Seguridad Social fundamenta la colaboración a prestar por las empresas particularmente en materia de accidentes, enfermedad, protección familiar y pago delegado de las prestaciones a corto plazo. De este modo se pretende reforzar el sentido de responsabilidad de las personas y entidades interesadas, premisa mayor del éxito de un programa de Seguridad Social y al mismo tiempo facilitar y garantizar la eficacia del sistema. La colaboración o intervención ha de tener, en todo caso, el límite impuesto por las exigencias del bien común.

5. Una de las causas que explica más satisfactoriamente, no solo la gestión pública de la Seguridad Social, sino también la pervivencia y esplendor a través de los siglos del fenómeno del aseguramiento mutualista, incluso dentro de esquemas de Seguros Sociales Obligatorios, es la inexistencia de ánimo de lucro como móvil de su actuación. Al contarse en nuestra realidad con una vigorosa red mutualista, que viene a unirse a la expansión y consolidación de otros órganos gestores públicos de acreditada eficacia, nacidos en el campo de la Previsión Social, resulta aconsejable dar un paso que, sin duda, es de trascendencia fundamental: la prohibición terminante de actuar en el terreno de la Seguridad Social, obteniendo o buscando un lucro mercantil. La Ley afronta el impacto de la medida y, dispuesta a subordinar los intereses privados y singulares al interés público y común, encomienda la gestión de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales, con la acción rectora y coordinadora de una entidad general, a entidades mutualistas, para acabar de este modo con el criterio discriminatorio en la cobertura de los siniestros, en pugna con el espíritu social inexcusable de este ordenamiento, y con el encarecimiento de la gestión misma.

6. La Ley, superando la regresiva noción de riesgos singulares atendida su causa, delimita situaciones y contingencias susceptibles de protección para la consideración conjunta de las mismas en vista de sus efectos. Semejante consideración conjunta ofrece dos proyecciones claramente apreciables, individual y colectiva, respectivamente. Desde el primer punto de vista se trata de que las situaciones o contingencias, definidas con carácter general, se entiendan unívocamente, sin que circunstancias de lugar o de tiempo determinen variaciones esenciales reflejadas en la desigualdad de las prestaciones, como venía ocurriendo hasta ahora, colectivamente se pretende evitar la constitución de categorías privilegiadas de personas y se tiende a conseguir, en la medida máxima posible, que el trato dado a las mismas no presente diferencias notables, cualquiera que sea el sector económico en que trabajen o la naturaleza de su actividad específica.

7. La financiación de la Seguridad Social española se ha estructurado mediante el sistema de reparto de los pagos anuales en amplios periodos de tiempo, procedimiento que impone la corriente internacional y que asimismo es aconsejado con carácter general por la Oficina Internacional del Trabajo. Este sistema, a cambio de inevitables revisiones periódicas de los tipos de la Seguridad Social, presenta ventajas indubitadas respecto a nuestra situación económica en el umbral del Plan de Desarrollo Económico y Social, ya que de una parte no detrae anticipadamente de las empresas fondos que necesitan para un mejoramiento de sus medios de producción, y de otra, les permite conocer de antemano la cuantía de unos tipos que serán constantes en periodos conocidos de tiempo y que les permitirán programar la estabilidad de sus costes de producción. En el plan financiero se ha previsto la necesidad de que esté dotado de unos fondos de reserva, que garantizarán el funcionamiento del sistema ante las diversas situaciones que la coyuntura económica pueda plantear, actuando así de correctores respecto a las oscilaciones que puedan presentarse.

8. La evidencia de que en el presente no cabe Seguridad Social sin la aportación del Estado, ha determinado que la Ley consagre este principio con carácter general, previendo la consignación permanente en sus Presupuestos Generales de subvenciones destinadas a tal fin, con miras a conseguir la redistribución de la renta nacional. Sabido es que la Seguridad Social puede contribuir eficazmente a una redistribución de la renta total de la comunidad política, según criterios de justicia y de equidad, y puede, por tanto, considerarse uno de los instrumentos para reducir los desequilibrios en el tenor de vida entre los ciudadanos.

9. Respecto de muy numerosas situaciones, los problemas más arduos y difíciles, y quizás por ello los menos abordados, comienzan cuando el siniestro ha concluido de surtir sus efectos inmediatos, dejando tras sí la secuela de una invalidez permanente. La recuperación física o fisiológica del inválido, cuando esta es posible, y en otro caso, su readaptación y reentrenamiento para una nueva profesión, son objetivos a cumplir, tanto desde el punto de vista estrictamente humano e individual, devolviendo al inválido la conciencia de su dignidad personal y de su utilidad social, cuanto desde el punto de vista estrictamente económico al hacer posible su reincorporación al proceso productivo. No puede discutirse por ello que los costos de recuperación, por cuantiosos que puedan parecer, son ínfimos al lado del derroche de recursos humanos, sociales y económicos e implican el consentir situaciones permanentes de invalidez si estas son corregibles.

En tal sentido, la Ley se propone hacer uno de los ejes de la reforma que en ella se contiene: los servicios de recuperación y rehabilitación para trabajadores inválidos, concibiendo la propia recuperación en sentido amplio como un derecho y como un deber de la persona, basado aquel en el reconocimiento de su dignidad humana y de su potencial económico y fundado este en el principio general de solidaridad nacional de esfuerzos. Ante el caso concreto, sin mengua ni atentado a los derechos inviolables del individuo sobre su propia persona, los servicios de recuperación tratarán a toda costa de que el inválido vuelva a su antiguo trabajo o que adquiera la aptitud necesaria para prestar otro distinto en consonancia con su capacidad reducida.

DOCUMENTO 2. Fragmento de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.

(...)

PREÁMBULO

I

El sistema de Seguridad Social constituye un pilar central de la sociedad española a través del cual se ha consolidado y desarrollado un sistema eficaz de bienestar para los ciudadanos. A lo largo de los años ha ido ampliando su cobertura a más beneficiarios y ha ido, también, mejorando su intensidad protectora, garantizando la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante estados de necesidad.

Con el compromiso firme y duradero de todos los agentes políticos y sociales de velar para que los derechos de protección social no se vean reducidos por decisiones a corto plazo y se sitúen en el ámbito del diálogo permanente y del mayor consenso posible, se institucionalizó el Pacto de Toledo, que se fundamenta en la mutua colaboración de los partidos políticos para asegurar los derechos que dimanan de la formulación social del Estado. La Comisión del Pacto de Toledo ha venido realizando sus trabajos y ha formulado sus recomendaciones con el objetivo de establecer las bases para que los poderes públicos tomen sus decisiones en materia de pensiones.

El sistema de Seguridad Social tiene que seguir haciendo frente a importantes desafíos, afrontando a largo plazo las exigencias derivadas, entre otras, de las tendencias de evolución demográfica, a fin de garantizar la sostenibilidad financiera de aquel. El hecho incuestionablemente positivo de que la esperanza de vida aumente progresivamente en España, hasta haberse convertido en el segundo país del mundo con mayor pervivencia de la población, enfrenta también el reto de que, en el futuro, será necesario asumir el pago de más pensiones durante más tiempo a causa de dicho envejecimiento de la población.

La disminución prolongada de las tasas de natalidad y el simultáneo incremento de la esperanza de vida de las personas mayores está provocando una inversión de la estructura de la pirámide de población, aumentando el número de pensionistas en relación con la población activa, esto es, variando la tasa de dependencia de los pensionistas. De no modificarse, aun parcialmente, esta tendencia mediante el incremento de las tasas de natalidad y de los flujos migratorios, la misma se acentuará en las próximas décadas, por la propia evolución demográfica.

Esta tendencia demográfica afecta a todas las generaciones, pero sobre todo a las más jóvenes, por el hecho de que serán estas generaciones jóvenes las que serán mayores de sesenta y cinco años durante más tiempo.

II

Sin embargo, no es solo la tendencia demográfica el único factor que aconseja hacer las reformas que esta ley realiza en el sistema de pensiones. Resulta necesario reforzar la contributividad del sistema estableciendo una relación más adecuada entre el esfuerzo realizado en cotizaciones a lo largo de la vida laboral y las prestaciones contributivas a percibir.

El sistema de Seguridad Social español ha asistido últimamente a una progresiva disminución del periodo de actividad laboral en dos sentidos: por un lado, los años de formación y de estudio de los jóvenes se han prolongado y su acceso al mercado de trabajo, por esa razón, se ha retrasado en relación con la edad a la que era habitual su incorporación en pasadas generaciones. Por otro lado, la tasa de participación de las personas mayores de 50 años sigue siendo insuficiente, por lo que en el Acuerdo social y económico se ha previsto la adopción de una Estrategia global de empleo de los trabajadores de más edad, con el objetivo de favorecer su mantenimiento en el mercado de trabajo y promover la reincorporación de quien pierde su empleo en los últimos años de su vida laboral.

Esta situación no es solo propia de España, sino común al resto de los países de nuestro entorno. Los Consejos europeos de Lisboa, Estocolmo, Gotemburgo, Barcelona, Bruselas, hasta llegar a los más recientes, promueven como prioridades la prolongación de la vida activa y la desincentivación de la jubilación anticipada y países de nuestro entorno han realizado reformas legales en el sentido de reducir los estímulos al abandono prematuro de la vida activa y algunos han establecido la edad legal en los 67 años.

En España, además, los efectos de la situación descrita son mayores debido precisamente al rápido incremento de la población de edad y de su esperanza de vida, así como por las dificultades existentes en la legislación de nuestro país para hacer frente a esos retos, que se han visto acentuados por la situación económica global, y que motivan la conveniencia de incorporar las correspondientes modificaciones en nuestro sistema.

III

Todas estas realidades han sido tenidas en cuenta en el marco del Diálogo social, en el que los interlocutores sociales y el Gobierno suscribieron, con fecha 2 de febrero de 2011, el Acuerdo social y económico para el crecimiento, el empleo y la garantía de las pensiones, cuya Parte II está referido al Acuerdo para la reforma y el fortalecimiento del sistema público de pensiones, en el marco del cual se recogen una serie de compromisos.

Las medidas enumeradas en el Acuerdo indicado, siguiendo las orientaciones contenidas en el Informe de Evaluación y Reforma del Pacto de Toledo, aprobado por el Pleno del Congreso de los Diputados en su sesión de 25 de enero de 2011, se dirigen a anticipar las reformas necesarias en la estructura del sistema para que este pueda responder con eficacia a los nuevos desafíos y estar en condiciones óptimas de seguir proveyendo la más amplia cobertura protectora posible ante los riesgos sociales, dentro de un sistema de Seguridad Social financieramente estable y sólido que garantice a las generaciones futuras prestaciones sociales suficientes.

En consecuencia, la presente Ley, dentro de esos objetivos señalados, tiene como finalidad llevar al ordenamiento de la Seguridad Social los compromisos recogidos en el Acuerdo social y económico mencionado, así como incorporar algunas de las recomendaciones reflejadas en la nueva reformulación del Pacto de Toledo.
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